
 
 
Juicio No. 04243-2024-00013  
 
JUEZ PONENTE:OBANDO CASTRO ANA ELIZABETH, JUEZA 
AUTOR/A:OBANDO CASTRO ANA ELIZABETH 
TRIBUNAL DE GARANTÍAS PENALES CON SEDE EN EL CANTÓN TULCÁN, 
PROVINCIA DEL CARCHI. Tulcan, miércoles 17 de julio del 2024, a las 17h27.

VISTOS: La señora Noralma De Lourdes Chalen Villao, con el patrocinio de su defensor Ab. 
Diego Xavier Hurtado Rivera, comparece en calidad de accionante en la presente acción de 
protección, en contra del Director Distrital del Servicio de Rentas Internas representado por el 
Ing. Marco Vinicio Almeida Lucero (o quienes hagan sus veces), habiendo hecho constar en 
su libelo de demanda como pretensión lo que a continuación de manera textual se trascribe: 
“… 1.- Declare la vulneración de mis derechos constitucionales a la seguridad jurídica, al 
debido proceso en cuanto a la motivación, y a la Propiedad, perpetrada con la expedición de 
la providencia dictada en mi contra que es objeto de esta acción de Protección. 2.- Declarada 
la vulneración de mis derechos constitucionales, se dignará disponer la reparación integral 
en mi favor en los términos del Art. 78 de la Constitución de la República y del Art. 18 de la 
Ley de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. 3.- Se declaren nulos y sin valor 
legal: a).- La Providencia Nro. 104012024PCOA000019 emitida dentro del Procedimiento de 
Ejecución Coactiva Nro. PCA-COBUAOC18-00000023 por el Ing. Marco Vinicio Almenada 
Lucero en calidad de Director Distrital del Carchi del Servicio de Rentas Internas SRI, de 
fecha 26 de marzo del 2024. 4.- Como efecto de la nulidad de la providencia motivo de esta 
acción de protección, se servirá disponer la devolución inmediata del vehículo de placas 
XBY-0541 del cual la accionante justificará ser la propietaria, esto sin el pago de ningún 
valor administrativo. 5.- Se disponga al Ing. Marco Vinicio Almenada Lucero en calidad de 
Director Distrital del Carchi del Servicio de Rentas Internas SRI, pida las debidas disculpas 
públicas en uno de los diarios de mayor circulación de esta ciudad, así como en el cartel de 
su establecimiento…”.

 

En mérito del sorteo de ley, los suscritos Jueces del Tribunal de Garantías Penales con sede en 
el cantón Tulcán, provincia del Carchi, conformado por los Jueces: Dra. Ana Elizabeth 
Obando Castro (Ponente); Dr. Marlon Patricio Escobar Jácome; y, Dr. Luis Hernán López 
Jácome, tenemos conocimiento de la presente causa; llevada a efecto que ha sido la audiencia 
pública de acción de protección con la presencia de la señora Noralma De Lourdes Chalen 
Villao, accionante en la presente causa junto con su defensor el Ab. Diego Xavier Hurtado 
Rivera; la Ab. Ana Daniela Yépez Rosero, en representación del Ing. Marco Vinicio Almeida 
Lucero, Director Distrital del Servicio de Rentas Internas del Carchi, institución accionada 
dentro de la presente causa constitucional. Se deja constancia de la ausencia del Dr. Juan 
Carlos Chugá, Abogado Regional de la Procuraduría General del Estado, quien pese haber 

237155578-DFE



sido legalmente notificado no compareció a audiencia; luego de haber pronunciado el Tribunal 
su resolución en forma oral, encontrándose la causa para dictar sentencia, en aplicación a lo 
establecido en el Art. 17 de la Ley de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, 
dictamos la correspondiente sentencia, en los siguientes términos:

PRIMERO.- JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA.- De acuerdo con lo establecido en el 
Art. 167, en concordancia con lo determinado en el Art. 170 del Código Orgánico de la 
Función Judicial, en el numeral 2) del Art. 86 de la Constitución de la República y el Art. 7 de 
la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional; y, en base al Art. 15 
de la Resolución No. 012-2016, Dictada por el Pleno del Consejo de la Judicatura, publicada 
en el Suplemento del Registro Oficial No. 691 de martes 16 de febrero de 2016; y, en virtud 
del sorteo de fs. 17 del expediente este Tribunal de Garantías Penales, tiene jurisdicción y 
competencia, para conocer y resolver esta clase de acciones jurisdiccionales.

SEGUNDO.- VALIDEZ PROCESAL.- Esta causa se ha tramitado conforme a las reglas del 
debido proceso señaladas en el Art. 76 de la Constitución de la República y con sujeción al 
Título II De las Garantías Jurisdiccionales de los Derechos Constitucionales, de la Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, observándose las 
formalidades legales, sin omisión de solemnidad sustancial alguna que hubiere podido influir 
en su decisión final, por lo que este Tribunal declara la validez del proceso.

TERCERO.- EXPOSICIÓN DE LOS HECHOS POR LOS SUJETOS PROCESALES.- 
3.1. PARTE ACCIONANTE. - De conformidad con lo dispuesto en el Art. 14 de la Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, se concede la palabra a la 
parte accionante Noralma De Lourdes Chalen Villao, quien por intermedio de su defensor Ab. 
Xavier Hurtado Rivera, manifestó: La presente acción de protección la presenta por cuanto 
mediante providencia Nro. 104012024-PCOA-0000119, de fecha 26 de marzo de 2024, el 
Director Distrital del Cachi del Servicio de Rentas Internas, señor Almeida Lucero Marco 
Vinicio niega la devolución de un vehículo de propiedad de la compareciente señora Noralma 
de Lourdes Chalen Villao, esto pese haber justificado que es la legítima propietaria del 
vehículo de placas XBY- 0541, marca Ford, tipo Jeep, color azul, el cual se encontraba 
secuestrado y embargado por esta cartera de Estado; es por ello que con fecha. 6 de febrero 
del 2024 la accionada tiene conocimiento de este embargo; ante lo cual con la misma fecha se 
solicita al Servicio de Rentas Internas proceda con la devolución, en este caso el SRI emite la 
contestación indicando que se anexe la partida de matrimonio íntegra y el contrato de compra 
venta a fin de que se justifique si el bien pertenece a la sociedad conyugal; conforme obra del 
expediente se anexó la partida de matrimonio íntegra, en la cual contrajo matrimonio con el 
señor Jaime Heriberto Hurtado Lima, en la ciudad de Tulcán, el 7 de diciembre de 1989; con 
fecha 25 de abril del 2016, se adquiere mediante compra-venta el vehículo en mención, el 
mismo que tiene las placas XBY-0541 y en el cual suscribe el contrato su cónyuge señor 
Jaime Heriberto Hurtado Lima, en calidad o estado civil casado; adquirir este vehículo la 
certificación emitida por la notaría primera del Cantón Tulcán de fojas 6 a10 vuelta del 
expediente consta dicha documentación que certifica la adquisición de dicho vehículo; 



retornando a la inscripción de matrimonio que certifica que tiene una marginación con fecha 
30 de mayo del 2023, en el cual recién se disuelve la sociedad conyugal; en este sentido, se 
presenta acción de protección, porque el Servicio de Rentas Internas con fecha 3 de mayo del 
2022, dispone el embargo de este vehículo; con fecha 5 de octubre del 2022 dispone que el 
vehículo sea trasladado bajo la responsabilidad de la depositaria fiscal, la Dr. Mónica Patricia 
Galeas Pozo desconociendo el destino del mismo; para ser puntual dentro del presente 
expediente o dicho acto administrativo se está coartando el derecho a la propiedad, porque si 
consideramos la documentación ya enunciada, este bien pertenece a la sociedad conyugal; si 
de fecha 3 de mayo del 2022, fue embargado por qué no se ha comunicado de igual manera a 
la cónyuge Noralma Lourdes Chalen Villao que se iba a afectar su patrimonio y que dicho 
vehículo iba a ser trasladado hasta cierto lugar; hasta la actual fecha el Servicio de Rentas 
Internas no ha comunicado a la señora Noralma De Lourdes Chalen Villao qué ha pasado con 
su vehículo, por qué ha sido embargado o por qué ha sido secuestrado; toda la documentación 
se ha notificado única y exclusivamente al representante de la sociedad civil ITAMAREX; de 
dichos documentos, debemos tener en cuanta lo que dice Art. 66 numeral 26 de la 
Constitución, debiendo recordar que en vía ordinaria la mayoría de jueces, sí dan paso a 
secuestros y embargos que pertenezcan a la sociedad conyugal o el patrimonio familiar, 
porque estos son de carácter embargable, recordarles, que la administración de justicia busca 
por medio de la aplicación de la norma, que es la Carta Magna amparar, proteger, defender y 
resguardar a los ciudadanos ecuatorianos del abuso del poder estatal; en este caso existe un 
abuso porque el vehículo ha sido embargado y no se ha realizado ningún otro impulso más 
allá de la legalidad no estamos aquí para alegar eso, simplemente es netamente constitucional; 
es por eso que expresa que de igual manera se halla vulnerado el derecho a la tutela judicial 
efectiva por falta de motivación y por falta de notificación; como ya lo manifestó en dicha 
providencia administrativa, no existe una coherencia, no existe un fundamento, una razón 
lógica del por qué no se le devuelve el vehículo; el Servicio de Rentas Internas única y 
exclusivamente se limita a dar opiniones o alternativas de cómo puede realizar el trámite, ni 
siquiera esta cartera de Estado conoce la vía eficaz para resarcir la vulneración de este 
derecho; si tomamos en cuenta lo que establece la providencia en su punto 9, 10 y 11, 
claramente concluiríamos que están aceptando que la compareciente Noralma Lourdes Chalén 
Villao es legítima propietaria del vehículo decomisado y que jamás se le ha notificado de 
dichos actos administrativos, en este caso es totalmente inconstitucional dicho secuestro y 
embargo, en este sentido solicita: se deje sin efecto la providencia, Nro. 104012024-PCOA-
0000-119, en la cual se niega la devolución de este vehículo, así como, se deje sin efecto el 
acto administrativo que recalca se desconoce en su totalidad, pero se sabe como antecedente 
que fue emitido el 3 de mayo del 2022 y que fue el acto que ordenó el embargo de dicho bien, 
en ese sentido, consecutivamente solicita se le obligue a esta cartera de Estado proceder con la 
inmediata devolución de dicho vehículo. En cuanto a la vulneración de los derechos 
enunciados en el libelo de la demanda, como punto 1 se establece la violación del derecho a la 
seguridad jurídica, porque pese a que existe normativa expresa la cartera de Estado hace caso 
omiso toda vez que en su debido momento se debió notificar de estos actos administrativos y 
de la afectación que iba a tener este patrimonio familiar, en este caso un bien que pertenece a 



la sociedad conyugal y la cartera de Estado lo comprobó; de igual manera se debe de tomar en 
cuenta lo que establece el Art. 82 de la Constitución, ya que, al existir norma expresa, esta no 
puede ser interpretada extensivamente porque claramente como lo manifestó la cartera de 
Estado dentro de su providencia sugiere o da opciones a fin de qué se compre derechos y 
acciones; cliente no está obligada a adquirir bienes que no desea; aquí, sencillamente, fue la 
afectación que se le hizo a un patrimonio de la sociedad conyugal un inmueble, esto es, el 
vehículo en mención; en ese sentido, solicita lo que ya fue manifestado a fin de resarcir o 
reparar esta vulneración del derecho constitucional.

3.2. PARTE ACCIONADA.- 3.2.1. La Ab. Ana Daniela Yépez Rosero, comparece en 
nombre y representación del Ing. Marco Vinicio Almeida Lucero, Director Distrital del del 
Servicio de Rentas Internas de la provincia del Carchi, misma que manifestó que desea aclarar 
el antecedente de cómo es que surge esta supuesta vulneración de derechos en cuanto al 
vehículo de placas XBY0541 que es lo que se reclama; de conformidad a lo que determina el 
Art. 67 del Código Tributario, la Administración Tributaria tiene las funciones o las 
atribuciones dentro de ellas la determinadora y la recaudadora, respecto a las cuales se va a 
referir; en el ejercicio de la atribución determinadora se procede a emitir una liquidación de 
pago, la cual ha sido signada con el Nro. 04201706501064663, esta liquidación de pago por 
diferencias en la declaración del impuesto a la renta del ejercicio fiscal 2012 ha sido emitida 
en contra del sujeto pasivo o del contribuyente, SOCIEDAD CIVIL ITAMAREX 
IMPORTACIONES EXPORTACIONES TRÁMITES ADUANEROS MERCADEO 
ADUANAS REPRESENTACIONES, ésta es la razón social del contribuyente al cual se le 
emite esta liquidación de pago; en función de ello hace conocer que el señor Jaime Heriberto 
Hurtado Lima es su representante legal por así disponer la ley, por lo tanto, es un responsable 
solidario de la empresa o de la sociedad a la cual él representa; en este sentido y continuando 
en la línea de tiempo es importante indicar que una vez que este contribuyente es notificado 
con esta liquidación de pago, el mismo que se ha generado un valor x; se procede a notificar 
esta liquidación y como no es pagada viene ya el tema de la facultad recaudadora que tiene la 
Administración Tributaria, se procede a emitir un auto de pago, es decir, activamos la vía 
coactiva para poder cobrar ese valor, se imponen medidas cautelares a la sociedad, al 
contribuyente, así como también a su representante legal, por cuanto así la norma lo establece; 
cuáles son estas medidas cautelares que el Servicio de Rentas Internas ha propuesto, pues esa 
retención de fondos y créditos de este contribuyente, así como del representante legal, y la 
prohibición de ausentarse del país, esta medida cautelar es importante poner en conocimiento 
que luego de algún tiempo el contribuyente solicitó que se la levante justificó y más aún 
cuando existió un cambio se levantó la medida cautelar de prohibición de salida del país, esto 
quiere decir que actualmente la misma no está vigente, así también la prohibición de enajenar 
todos los bienes del contribuyente, así como la prohibición de su representante legal, la 
prohibición de enajenar y secuestro de los vehículos registrados a nombre del señor Hurtado 
Lima Jaime Heriberto, quién es el esposo de la ahora accionante; se dispone el secuestro y 
prohibición de enajenar de 2 vehículos, el primer vehículo de placas PBG-0816, el mismo que 
no se encuentra siendo objeto de esta acción de protección y el otro el vehículo de placas 



XBY0541; adicional, también se ha dispuesto la entrega de los automotores antes indicados a 
las instalaciones provincial del Carchi, para lo cual se ha concedido el término de 3 días para 
que se proceda a hacerlo de esta manera; le llama la atención escuchar al abogado de la parte 
accionante, que el 1 de mayo de 2022 se ha enterado del embargo del vehículo, luego cambió 
una fecha, dijo que se ha enterado ya no el 1 de mayo del 2022 sino el 6 de febrero del 2024, 
no le quedó claro eso; pero por qué le llama la atención el hecho que se ha enterado la señora 
recién en esta fecha, porque el Servicio de Rentas Internas el 12 de marzo del 2022, es decir, 2 
años antes se procede a la diligencia del secuestro en presencia del Dr. Miguel Ángel Ramírez, 
secretario ad-hoc de este proceso coactivo y en presencia también de su compañero el Dr. 
Emilio Enríquez quién estaba a cargo de este proceso; qué hacen en esta diligencia de 
secuestro?, se acercan al domicilio del contribuyente o del representante legal en este caso, y 
con la autorización del propietario del vehículo, en este punto desea aclarar algo, la señora 
Noralma De Lourdes Chalen Villao no es la legítima propietaria del vehículo, es propietaria 
del 50% de acciones y derechos del bien mueble, en este caso del vehículo de placas 
XBY0541; proceden entonces con esta diligencia del secuestro, a realizar hacer el acta de 
secuestro del vehículo, incluso está firmada el acta por el copropietario, sería también en este 
caso por el representante legal y se procede a imponer los sellos en el vehículo, por cuanto no 
puede usar porque el vehículo se encuentra con prohibiciones y en ese momento se sabe 
efectuando la diligencia de secuestro; se procede a imponer los sellos, firma el contribuyente 
su aceptación de no poder hacer uso del vehículo, es decir, el vehículo queda así porque así la 
ley les faculta a designarle al contribuyente como depositario judicial de su vehículo, es decir, 
en esta diligencia no procedieron a trasladar al vehículo a ningún otro lado que no sea el 
domicilio del contribuyente, pues cómo es que se entera la señora accionante de que el 
vehículo no tenía ninguna medida cautelar, más aún cuando de conformidad a lo que dispone 
el Art. 53 del Código Orgánico General de Procesos, también dice que cuando la persona 
presenta algún escrito, alguna petición ante el ente correspondiente, se está dando por 
legalmente notificada en ese acto, entonces, no sabe de qué manera llamarlo, pero sí nos 
sorprende en la misma demanda o escrito que hizo el abogado y también lo manifestó en su 
exposición, indica que él no quiere ninguna opción que el Servicio de Rentas Internas le está 
dando para que pueda hacer valer sus derechos; quiere dejar en claro que el Servicio de Rentas 
Internas no le está dando opciones que se le haya ocurrido, sino las opciones que tiene de 
conformidad a la norma y a lo que la ley específica, en ese sentido, una vez que la señora 
accionante presenta el trámite Nro. 1040120240008037, el 13 de marzo de 2024, en el que ya 
adjunta la partida de matrimonio, porque cabe señalar que en el trámite anterior que presentó 
el 27 de febrero, únicamente presentó una petición sin adjuntar absolutamente ningún 
documento que justifique la propiedad del bien, ni tampoco la calidad en la que comparecía; 
es importante mencionar en esta parte que toda la información que reposa en el Servicio de 
Rentas Internas tiene el carácter de confidencial, por lo tanto, no se puede brindar información 
de ningún tipo a menos que se encuentre facultada, o sea una persona que tenga el interés 
propio en el trámite; una vez que al Servicio de Rentas Internas emite la providencia 
terminada en 103, que va hacer la entrega a continuación, el 11 de junio de 2024, en la que 
solicitan estos documentos con la finalidad de atender la petición; cabe señalar aquí en esta 



parte que más allá de que durante todo el proceso coactivo se ha respetado tanto el debido 
proceso a la seguridad jurídica, al derecho a la defensa y todas las garantías a las cuáles como 
Servicio de Rentas Internas están obligados, también garantizaron la seguridad jurídica en esta 
parte al decirle, señora, usted no nos está presentando la documentación con la cual usted va a 
justificar que tiene derecho en el vehículo que está reclamando, presente, justifique; sin 
embargo, tampoco es que lo hace, se le solicitó presente una partida íntegra de matrimonio 
para poder verificar las marginaciones, no lo hizo, presentó únicamente un certificado de 
estado civil; posteriormente decía el abogado que tenía la partida en la que se mencionaba la 
disolución de la sociedad conyugal, que era prácticamente hace un año, el 30 de mayo de 
2023, que se realizó esta diligencia; es importante mencionar que previo al embargo del 
vehículo se constató que este vehículo en mención no tenía únicamente su prohibición de 
enajenar sino que también tenía una impuesta por parte de la SENAE, entonces también el 
vehículo tiene parte la SENAE, están debidamente notificados y también tendrán que hacer 
valer sus derechos ante esta cartera de Estado, en caso de que se disponga la entrega de este 
automotor; en ese sentido una vez que se encuentra ya justificada la propiedad, el 27 de marzo 
de 2024 el Servicio de Rentas Internas una vez analizado la documentación procede a 
indicarle a la señora peticionaria porque ella no es la contribuyente de que para poder reclamar 
el vehículo del cual no es propietaria del 100% de las acciones y derechos, ella tendría que o 
bien comprarle el 50% a su cónyuge, o a su vez presentar la tercería excluyente a la cual ella 
tiene derecho de hacerlo, incluso hasta el momento y poder reclamar el 50% ella, incluso si el 
día lunes presenta la tercería va a ser tomada en cuenta para que pueda reclamar el 50% de las 
acciones y derechos que le corresponde a ella; también se le indica a la accionante en esta 
contestación y en esta providencia en la 119 que actualmente se encuentra siendo impugnada 
por una vía judicial como decía el abogado, nos encontramos, en la vía netamente 
constitucional, debió haber agotado la vía administrativa, más aún cuando la Administración 
Tributaria le está diciendo abogado puede hacer esto y esto para que pueda reclamar el 
derecho de su defendida; también se le indica al abogado que puede solicitar la venta directa, 
qué quiere decir esto?, yo como esposa del contribuyente tengo a X persona que desea 
comprar el carro, entonces SRI por favor autoríceme la venta directa y yo vendo el carro, por 
poner un ejemplo nada más, vale 10.000 dólares el vehículo, se sobre entiende que 5000 me 
pertenecen a mí, en ese sentido le dan al contribuyente restamos el valor de los 5000 dólares 
de las deudas que él actualmente mantiene en el Servicio de Rentas Internas y por lo cual el 
proceso coactivo se encuentra vigente y la diferencia que es el derecho de la esposa del 
contribuyente va a ser entregado a la persona; con dicha exposición deja en claro que la 
Administración Tributara no ha violado el debido proceso, ni la seguridad jurídica, ni ha 
violado la motivación, porque la providencia que actualmente se encuentra siendo impugnada, 
se encuentra debidamente motivada al indicarle a la contribuyente, a la solicitante, a su 
abogado, que de conformidad a tal artículo usted puede hacer esto, repite la tercería 
excluyente, la cual la pueden presentarla, está a tiempo, puede presentarla porque todavía no 
está fijado un día y hora para el de remate de este automotor, del cuál la Administración 
Tributaria, en función de hacer valer los derechos que tiene; no es que se ha dictado el auto de 
pago en este momento, sino que el auto de pago ha sido ya dictado hace alrededor de 8 años 



atrás en el cual el proceso coactivo sigue vigente; dichas consideraciones pueden ser 
verificadas con las copias que hará la entrega; para finalizar, nada más de que puedan tomar 
en consideración, tanto la norma que se encuentra vigente, tanto estas facultades que la 
Administración Tributaria tiene, así como la atención que se ha dado a la solicitud efectuada 
por la solicitante, para que se pueda verificar que no existe ninguna vulneración de derechos; 
por lo tanto solicita se declare improcedente la acción de protección al no haberse 
determinado ninguno de los 3 presupuestos que exige el artículo 42 de la Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.

CUARTO.- PRESENTACIÓN DE LA PRUEBA.- 4.1.- ACCIONANTE.- La parte 
accionante a fin de justificar los fundamentos de la acción de protección, solicitó que se tome 
como prueba de su parte: 4.1.1. Inscripción de matrimonio (fojas 2), en la cual consta que el 
señor Jaime Heriberto Hurtado Lima contrae matrimonio con la señora Noralma Lourdes 
Chalén Villao, en la ciudad de Tulcán, el 7 de diciembre de 1989, documento en el cual 
además consta: “...OTRAS SUBINSCRIPCIONES O MARGINACIONES: Oficina Técnica 
de Registro Civil del Carchi. Tulcán, 30 de mayo del 2023. RAZÓN: Mediante Escritura 
Pública emitida por la Notaría Primera del cantón Tulcán, Provincia del Carchi, con fecha 
30 de mayo del 2023. Se declara DISUELTA LA SOCIEDAD CONYUGAL, existente entre 
los cónyuges señores JAIME HERIBERTO- HURTADO LIMA y NORALMA DE 
LOURDES CHALEN VILLAO…”. 4.1.2. Providencia Nro. 104012024PCOA0000119, del 
procedimiento de ejecución coactiva No. PCA-COBUAPC18-00000023, de fecha 26 de 
marzo de 2024, firmada electrónicamente por el señor Almeida Lucero Marco Vinicio, 
Director Distrital del Carchi Servicio de Rentas Internas, en cuyo considerando Segundo se 
indica: “...Se niega la petición realizada por la señora Noralma de Lourdes Chalen Villao, 
respecto a que le devuelva el vehículo de placa XBY-0541…”. 4.1.3. Compulsas certificadas 
por la Notaría Primera de este Cantón Tulcán, referentes a la diligencia de reconocimiento de 
firma de vehículos, de fecha 25 de abril de 2016, referente al vehículo de placa XBY0541, en 
el cual consta como: “...VENDEDOR (A): CARLOS ALBERTO PORTILLA MEJIA. 
COMPRADOR (A): JAIME HERIBERTO HURTADO LIMA…”. Respecto a dicha 
documentación la parte accionada indicó que Ing. Marco Vinicio Almeida Lucero, está 
actuando en el proceso coactivo como recaudador especial, no como Director Distrital 
designado por el Director General.

4.2.- PARTE ACCIONADA. 4.2.1.- Liquidación de pago emitida en contra del sujeto pasivo, 
SOCIEDAD CIVIL ITAMAREX IMPORTACIONES EXPORTACIONES TRÁMITES 
ADUANEROS MERCADEO ADUANAS REPRESENTACIONES asignada con el Nro. 
04201706501646603. 4.2.2. RUC de la SOCIEDAD CIVIL ITAMAREX IMPORTACIONES 
EXPORTACIONES TRÁMITES ADUANEROS MERCADEO ADUANAS 
REPRESENTACIONES, en el cual consta como representante legal el señor Hurtado Lima 
Jaime Heriberto. 4.2.3.- Estado de cuenta del contribuyente. 4.2.4.- Contrato de compraventa 
del vehículo de placa XBY0541. 4.2.5.- Resolución Nro. NAC-DNRRSGE-14-0000-1055, 
emitida el 2 de diciembre de 2014, en donde se nombra al Ing. Marco Vinicio Almeida 



Lucero, como Recaudador Especial de la Administración Tributaria. 4.2.6.- Auto de pago Nro. 
PCACOBUAPC 1800000023, emitido el 26 de febrero del año 2018. 4.2.7.- Razón de 
notificación de este auto de pago, notificado de manera personal al representante legal del 
contribuyente. 4.2.8.- Oficios que han sido entregados en cada una de las instituciones 
públicas, de conformidad a las medidas cautelares impuestas, esto es, la Superintendencia de 
Bancos; Superintendencia de Economía Popular y Solidaria; Ministerio del Interior; Dirección 
Nacional de Migración; Dirección de Movilidad y Transporte del Cantón Tulcán; y, al 
Registro Municipal de la Propiedad de cantón Tulcán. 4.2.9.- Razón de citación personal del 
auto de pago. 4.2.10.- Documento que indica la dirigencia de secuestro realizada el 12 de 
marzo del 2020, donde constan las firmas del responsable, en este caso el contribuyente que 
va a actuar como depositario fiscal. 4.2.11.- Providencias del proceso de ejecución coactiva, 
como son: providencia de embargo del bien, acta de entrega-recepción del vehículo, una vez 
que ya pasó a manos del Servicio de Rentas Internas, entre otras. 4.2.12.- El estado de cuenta 
actualizado, en donde ya la deuda asciende a USD $ 1.305.466,97 dólares. 4.2.13.- Petición 
realizada por la señora Noralma De Lourdes Chalen Villao ingresado mediante trámite 
1040120240004166. 4.2.14.- Contrato de compraventa del vehículo de placas XBY-0541. 
4.2.15.- Certificado único vehicular del automotor de placas XBY-0541- 4.2.16.- Providencia 
en la cual el SRI indica a la solicitante que tendrá que adjuntar la documentación que 
demuestra la calidad en la que comparece con la petición respectiva. 4.2.17.- Nueva petición 
presentada por la señora Noralma De Lourdes Chalen Villao, en la cual adjunta la partida 
íntegra de matrimonio, (todos los documentos en copias certificadas) en donde se puede 
verificar que la inscripción de la disolución de la sociedad conyugal ha sido el efectuada el 30 
de mayo de 2023. Documentos que no son objetados por la defensa de la parte accionante.

QUINTO.- RÉPLICA.- 5.1.- ACCIONANTE.- Haciendo uso del derecho a la réplica 
consagrado en el Art. 14 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional la parte accionante manifestó en lo principal que: No se ha objetado la prueba 
enunciada por cuanto la misma tiene como conducencia la legalidad; se debe de recordar que 
nos encontramos en una acción de protección donde netamente se velará por los derechos 
constitucionales y no legales; la documentación tiene relación a un procedimiento de coactiva 
establecido a una tercera persona, es decir, al señor Jaime Heriberto Hurtado Lima; en este 
caso no se ha establecido ninguna contraposición en cuanto a la notificación, si se realizó o no 
se realizó del secuestro del vehículo a la propietaria del 50% de acciones y derechos, dicho 
bien que pertenece a la sociedad conyugal que iba a ser afectado; de dicha documentación se 
puede observar que se limitan a notificar al señor Jaime Heriberto Hurtado Lima, que en 
cuanto a legalidad nada tiene que objetar; en cuanto a la constitucionalidad, recalca que 
conforme lo manifestó los representantes del Servicio de Rentas Internas sobre el vehículo 
pesa un secuestro o una orden de secuestro por parte del Servicio Nacional de Aduanas del 
Ecuador, el mismo que no lo ha ejecutado, ¿por qué no lo han ejecutado? porque esta cartera 
de Estado es consciente que este bien perteneció a la unión de hecho, pues caso contrario, este 
documento ya hubiese estado ejecutado igual y hubiese ingresado la SENAE. sí como tercería 
excluyente y no la señora Noralma De Lourdes Chalén Villao; nuevamente ratificando su 



intervención inicial de conformidad con el Art. 66.26 y Art. 321 de la Constitución de la 
República del Ecuador, se ha vulnerado los derechos constitucionales ya enunciados; en 
consecuencia, solicita que se deje sin efecto la providencia Nro. 104012024PCOA0000119 
emitida conforme consta del documento por el señor Almeida Lucero Marco Vinicio, Director 
Distrital del Carchi, pues así lo suscribe en su firma; a consecuencia de esto se deje sin efecto 
el acto administrativo de fecha 3 de mayo del 2022, con el cual se emitió el embargo de dicho 
vehículo, así como cualquier otra documentación que verse sobre el mismo embargo o 
secuestro y consecuentemente se devuelva el vehículo de propiedad de la señora hoy 
accionante Noralma De Lourdes Chalén Villao, esto sin el pago de ninguna taza ni arancel por 
cuanto dicha vulneración la ha generado esta cartera de Estado. De no ser aceptada su petición 
solicita se especifique cuál sería la vía idónea que debería seguir a fin de resarcir esta 
vulneración sin que se le pretenda obligar, aconsejar o dar opciones o alternativas de comprar 
derechos y acciones, ya que su cliente no estaría obligada a eso.

5.2.- PARTE ACCIONADA.- Manifestó que se va a referir única y exclusivamente a cada 
uno de los puntos que hizo referencia el señor abogado de la parte accionante en su segunda 
intervención; habla acerca de la conducencia de la legalidad de los actos emitidos por la 
Administración Tributaria,obviamente no puede ser de diferente manera por cuanto como 
había indicado haciendo uso o ejercicio de la facultad recaudadora el Servicio de Rentas 
Internas emite todas las acciones que la ley le asista para la recaudación de los impuestos que 
ya se encuentran adeudados y que ya fueron debidamente determinados; así también dicen que 
se respetarán los derechos por encima de la legalidad, por supuesto, pero siempre y cuando 
para ejercer mi derecho no me vaya en contra de la norma expresa que ya existe, en este caso 
es el pago de los tributos a los cuales todos los ciudadanos nos encontramos obligados a 
realizarlo; de la misma manera se habla acerca de que la SENAE no ha ejecutado la medida 
cautelar impuesta, en este caso era únicamente la prohibición de enajenar, para conocimiento 
del abogado la prohibición de enajenar únicamente se la inscribe, no se la puede ejecutar y 
además cuál es tan que el motivo por el cual la SENAE no ha procedido a ejercer alguna 
acción, y es por cuanto el Servicio de Rentas Internas emite el proceso de ejecución coactivas 
en el año 2018, es decir, la prohibición de la enajenar y todas las demás medidas están 
inscritas con anterioridad; sin embargo, se ha hecho conocer a la SENAE para que también 
pueda ejercer su derecho de así corresponder, más aún tomando en cuenta que las 
características del vehículo que se ha hecho mención no cubre la totalidad del valor, porque 
como lo mencionó hace un momento, la deuda asciende a más de un millón de dólares, la 
misma que el vehículo por sus características no cubriría ni siquiera el 10% de esta deuda; ha 
manifestado que se le indique cuáles serían las acciones que él podría proponer para que la 
señora Noralma De Lourdes Chalen Villao pueda ejercer sin que se le imponga, a ese respecto 
no se está imponiendo como Servicio de Rentas Internas, le están dando las alternativas que él 
como defensor técnico como asesor jurídico debería brindarle a su cliente para que pueda 
ejercer sus acciones en la Administración Tributaria, por cuanto en la actualidad todavía 
podría proponer todas y cada una de las alternativas, no imposiciones, no se le ha indicado de 
manera impositiva qué debería o que tiene que realizar esto para poder ejercer su derecho; en 



aplicación al principio del de buena fe y lealtad procesal indicándole a la solicitante de qué 
manera podría reclamar el 50% de su vehículo, porque eso hay que dejar en claro que no sería 
la totalidad del vehículo, sino el 50% nada más; finalmente mencionar que dentro del proceso 
de ejecución coactiva se han verificado todas y cada una de la garantías tanto del 
contribuyente, como del representante legal y ha tenido conocimiento en todo momento de la 
actuación y se han impuesto medidas establecidas en la norma y de que no podría hablarse de 
una vulneración de derechos por cuanto el vehículo aún no se encuentra rematado, es decir, 
tiene la oportunidad de proponer, simplemente sería ahí la defensa técnica de que pueda 
conversar con su cliente y de una manera objetiva, poder indicar qué es lo que la norma y la 
ley le permite hacer; con estas consideraciones y con la documentación que ha sido presentada 
por parte de la Administración Tributaria, la misma que se encuentra debidamente certificada, 
solicita el análisis en la presente causa con la finalidad de que puedan emitir sentencia y desde 
el punto de vista de la Administración Tributaria, obviamente porque respetamos el criterio 
como autoridad sabrán resolver de mejor manera; solicitando que sea negada la acción de 
protección.

5.3.- De conformidad con lo dispuesto en el Art. 14 de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional, se concedió la palabra a la parte accionante a fin de 
que realice su última intervención manifestando que: la representante judicial de esta cartera 
de Estado dice que no se ha vulnerado el derecho a la propiedad porque aún el vehículo no 
está rematado, pero no se puede hacer uso del mismo, está retenido, está decomisado bajo esta 
cartera de Estado; es un bien que se compra para hacer un uso, en este caso es el transporte de 
la propietaria, el mismo que es de uso personal; de la documentación y de las intervenciones 
de la defensa el Tribunal sabrá resolver conforme a derecho aceptando la pretensión propuesta 
por la parte accionante.

SEXTO.- Al amparo de lo establecido en el párrafo tercero del Art. 14 en concordancia con el 
párrafo segundo del Art. 16 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional a pedido de la suscrita Jueza Ponente se recabó copias certificadas de manera 
íntegra del Procedimiento de Ejecución Coactiva Nro. PCA-COBUAPC18-00000023 emitido 
en contra del contribuyente: SOCIEDAD CIVIL ITAMAREX IMPORTACIONES 
EXPORTACIONES TRÁMITES ADUANEROS MERCADEO ADUANAS 
REPRESENTACIONES.

SÉPTIMO.- VALORACIÓN JURÍDICA DE LAS PRUEBAS Y MOTIVACIÓN.- El Art. 
88 de la Constitución de la República del Ecuador, textualmente señala que: “La acción de 
protección tendrá por objeto el amparo directo y eficaz de los derechos reconocidos en la 
Constitución, y podrá interponerse cuando exista una vulneración de derechos 
constitucionales, por actos u omisiones de cualquier autoridad pública no judicial; contra 
políticas públicas cuando suponga la privación del goce o ejercicio de los derechos 
constitucionales; y cuando la violación proceda de una persona particular, si la violación del 
derecho provoca daño grave, si presta servicios públicos impropios, si actúa por delegación o 
concesión, o si la persona afectada se encuentra en estado de subordinación, indefensión, o 



discriminación”. De lo expuesto, se puede determinar que tres son las condiciones 
constitucionales para la procedibilidad de la acción de protección: 1.- Cuando existe una 
vulneración de derechos constitucionales. 2.- Que exista un acto u omisión de cualquier 
autoridad pública; y, 3.- Que la violación de derechos constitucionales provoque daño grave, 
disposición constitucional que tiene concordancia con el Art. 40 numeral 3ro., de la Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, que incorpora un requisito 
más para que proceda la acción de protección, que es la “Inexistencia de otro mecanismo de 
defensa judicial adecuado y eficaz para proteger el derecho violado”. Disposición que guarda 
relación y coherencia con el principio determinado en el Art. 31 del Código Orgánico de la 
Función Judicial, y que se refiere a la impugnabilidad en sede judicial de los actos 
administrativos, en efecto la disposición referida señala: “Las resoluciones dictadas dentro de 
un procedimiento por otras autoridades e instituciones del Estado, distintas de las expedidas 
por quienes ejercen jurisdicción, en que se reconozcan, declaren, establezcan, restrinjan o 
supriman derechos, no son decisiones jurisdiccionales, constituyen actos de la Administración 
Pública o Tributaria, impugnables en sede jurisdiccional”.

El fundamento mismo de la Acción, de manera sustancial radica en la tutela de los derechos, 
garantías y libertades de las personas, consagradas en el texto Constitucional, o en un tratado o 
convenio internacional vigente. El objeto de la acción de protección a partir de la 
jurisprudencia, “Por un lado, reafirma el hecho de que esta garantía constituye el instrumento 
básico e inmediato que consagra el ordenamiento jurídico para tutelar los derechos 
constitucionales de las personas o colectivos. Con lo cual no cabe duda que, en cumplimiento 
en lo dispuesto en el Art. 11 de la Constitución, a través de esta garantía, las personas 
cuentan con una acción jurisdiccional eficaz y adecuada que permite hacer plenamente 
justiciables los derechos constitucionales y que asegura que toda persona pueda exigir su 
respeto de modo directo e inmediato. Por otro lado, reafirma que la acción de protección 
constituye una acción reparatoria…Una acción de protección que no cumpla esta finalidad 
estará siendo desnaturalizada y no podrá cumplir su cometido…Por eso Ramiro Ávila 
Santamaría, define a la acción de protección como “una acción de conocimiento que tiene 
por objetivo reparar integralmente la violación de derechos provenientes de autoridad o 
particulares”. (Andrade Quevedo, Karla. La acción de protección desde la jurisprudencia 
constitucional. Artículo publicado en la obra “Manual de Justicia Constitucional Ecuatoriana”. 
Coordinadores: Jorge Benavides Ordóñez y Jhoel Escudero Soliz. Cuadernos de trabajo, Nro. 
4. Corte Constitucional del Ecuador. Quito-Ecuador 2013. Págs. 115 y 116.). El Dr. Msc. 
David Gordillo Guzmán, en su obra “La limitación de la acción de protección contra 
decisiones judiciales y su incidencia en la indefensión”, 1ª Edición, Quito Ecuador, Editorial 
Work House Procesal, 2010, págs. 59-60, refiere que: “La Acción de Protección es un 
mecanismo de amparo al ciudadano contra la arbitrariedad incurrida por acción u omisión 
de actos de cumplimiento obligatorio, que resultan lesivos a la norma constitucional, cuando 
exista una vulneración de derechos constitucionales, por actos u omisiones, constituyendo por 
ende un proceso extraordinario de efectiva tutela cuando es evidente la afectación aludida; 
cuya finalidad es reponer las cosas al estado anterior al acto cuestionado.”. Luigi Ferrajoli 



en su texto “Derecho y Razón”, indica: "…si se instituyen en un ordenamiento concreto 
derechos sin las obligaciones correspondientes, estos presuntos derechos no son tales, dicho 
de otra manera, no puede existir un derecho sin una norma reguladora y eficiente para 
regular las actuaciones…".

El artículo 6 del Código Orgánico de la Función Judicial establece: “Interpretación integral 
de la norma constitucional.- Las juezas y jueces aplicarán la norma constitucional por el 
tenor que más se ajuste a la Constitución en su integralidad. En caso de duda, se 
interpretarán en el sentido que más favorezca a la plena vigencia de los derechos 
garantizados por la norma, de acuerdo con los principios generales de la interpretación 
constitucional”. La Convención Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José de 
Costa Rica, al referirse a la Protección Judicial señala: "Toda persona tiene derecho a un 
recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales 
competentes, que la ampare contra actos que violen su derechos fundamentales reconocidos 
por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida 
por las personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales", convención en la que los 
estados partes se comprometen: a) Garantizar que la autoridad competente prevista por el 
sistema legal del Estado decida sobre los derechos de toda persona que interponga tal 
recurso, b) Desarrollar las posibilidades del recurso judicial; y, c) Garantizar el 
cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya estimado 
procedente el recurso". La Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Velázquez 
Rodríguez, sentencia de fecha 29 de julio de 1988, párrafo 64, Caso Godínez Cruz, sentencia 
de 20 de enero de 1989, párrafo 67, y Caso Fairén Garbi y Solís Corrales, sentencia del 15 de 
marzo de 1989, párrafo 88, ha señalado que disponer de recursos adecuados, como la acción 
de protección, significa:  "…que  la  función  de  esos recursos, dentro del sistema del derecho 
interno, sea idónea para proteger la situación jurídica infringida…".

El artículo 1 de la Constitución de la República dispone: “El Ecuador es un Estado 
constitucional de derechos y justicia”; es decir, que es obligación de los gobiernos de turno 
velar por el ser humano, por la persona, al constituir política de Estado la protección de los 
derechos de todos los ciudadanos; estos derechos están consagrados a lo largo de toda la 
Constitución, y se reconocen a partir del Título II, Capítulo Segundo; y, cuando una persona 
considere que se ha vulnerado sus derechos puede acudir ante el Órgano Judicial y hacer uso 
de las garantías jurisdiccionales. El objetivo de la acción de protección es el amparo directo y 
eficaz de los derechos consagrados en la Constitución, al ser reparadora de derechos es de 
carácter especial, por ello se habla de la especialización de la acción de protección, siendo de 
su esencia la no residualidad y no subsidiaridad; mientras que la acción extraordinaria de 
protección por su naturaleza es residual o subsidiaria y procede cuando se hayan agotado los 
recursos ordinarios y extraordinarios que franquea la ley; sin perjuicio de aquello es 
obligación del Juez Constitucional verificar la vulneración o quebrantamiento de derechos 
constitucionales al accionante.

La Corte Constitucional del Ecuador, respecto del objeto de la acción de protección, en 



diversas sentencias, ha determinado que esta garantía fue consagrada en la Constitución del 
2008 como la herramienta para proteger los derechos constitucionales de las personas frente a 
vulneraciones o lesiones a sus derechos por parte de la autoridad pública y, bajo ciertos 
supuestos, por parte de un particular. Además, la Corte ha puntualizado que la acción de 
protección tiene dos objetivos primordiales: “la tutela de los derechos constitucionales de las 
personas, así como la declaración y la consiguiente reparación integral de los daños 
causados por su violación”. (Corte Constitucional del Ecuador, sentencia No. 014-12-SEP-
CC, caso No. 1739-10-EP). En este sentido la Corte Constitucional dentro de la sentencia No. 
085-12-SEP-CC, caso No. 0568-11-EP, ha manifestado lo siguiente: “… lo que debe quedar 
claro es que, tratándose de actos u omisiones a los que se impute vulneración de derechos 
constitucionales, la vía contencioso administrativa, así como las demás previstas en la 
jurisdicción ordinaria (que constituirían otros "mecanismos de defensa judicial") devienen en 
ineficaces para la protección de esos derechos...”. Por ello corresponde determinar qué clase 
de derecho es el vulnerado, conforme recomienda la Corte Constitucional cuando “considera 
que la solución que debe utilizarse, en primer lugar, es la identificación del thema 
decidendum y su correspondencia con el objeto de la acción de protección. Es decir, cuando 
lo que se plantea en la demanda y se desprende de la comprobación de los hechos es una 
vulneración directa de derechos constitucionales, se estará ante el objeto primigenio de la 
acción de protección. En cambio, cuando lo que se pretenda es la declaración de un derecho 
subjetivo previsto en la legislación secundaria o en general, la aplicación de una norma 
infraconstitucional para determinado caso o el reclamo por la falta de la misma, sin la 
presentación de hechos que determinen la existencia de una vulneración a derechos 
constitucionales, se tratará de un problema que puede ser resuelto por otras vías judiciales”. 
Para lo cual ha emitido la siguiente regla con el carácter erga omnes: “Las Juezas y jueces 
constitucionales que conozcan de una acción de protección, deberán realizar un profundo 
análisis acerca de la real existencia de la vulneración de derechos constitucionales en 
sentencia, sobre la real ocurrencia de los hechos del caso concreto”. (Corte Constitucional 
del Ecuador, sentencia No. 001-16-PJO-CC, caso No. 0530-10-JP).

Por lo expuesto corresponde analizar si existe vulneración de Derechos Constitucionales como 
lo ha señalado la accionante en su libelo de demanda y ha fundamentado su defensa técnica en 
sus intervenciones dentro de audiencia y si resultan viables las pretensiones planteadas por 
dicha parte procesal. En el caso materia de la presente acción de protección, se alega la 
vulneración de los derechos constitucionales: a la seguridad jurídica; al debido proceso en 
cuanto a la motivación; y, a la propiedad; al respecto se debe señalar algunos conceptos 
relacionados a estos derechos, para determinar luego si los mismos han sido vulnerados 
conforme lo alega la legitimada activa, en ese orden.

Derecho a la seguridad jurídica, en referencia a dicho derecho, la Constitución de la 
República, en su artículo 82 consagra: “El derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en 
el respeto a la Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y 
aplicadas por las autoridades competentes”.



El artículo 25 del Código Orgánico de la Función Judicial dice: “Principio de Seguridad 
Jurídica - Las juezas y jueces tienen la obligación de velar por la constante, uniforme y fiel 
aplicación de la Constitución, los instrumentos internacionales de derechos humanos, los 
instrumentos internacionales ratificados por el Estado y las leyes y demás normas jurídicas.”. 
Razón por la cual, cualquier acto proveniente de los diferentes poderes o funciones públicas, 
debe ser dictado en estricta sujeción al ordenamiento jurídico nacional, especialmente a la 
Constitución de la República como normativa fundamental, y debe estar enmarcado en las 
atribuciones y competencias asignadas a cada entidad. Es entonces que la seguridad jurídica 
implica: a) La observancia de la Constitución, que diseña un Estado de derechos y justicia 
cuyo máximo deber es respetar y hacer respetar los derechos garantizados por él mismo, exista 
o no norma jurídica, pues “no podrá alegarse falta de norma jurídica para justificar su 
violación o desconocimiento, para desechar la acción por esos hechos ni para negar su 
reconocimiento”; b) La construcción de un ordenamiento jurídico previo a su aplicación, que 
sea claro en su contenido y objetivo, exequible a todas y a todos; y, c) que sea posible aplicar 
por funcionarios y autoridades con el deber de hacerlo. Para la ex Corte Constitucional para el 
periodo de Transición: “La Seguridad Jurídica en la doctrina es vista como un principio 
universalmente reconocido del derecho que se encuentra como certeza práctica del derecho y 
se traduce en la seguridad de que se conoce lo previsto como lo prohibido, lo permitido, y lo 
mandado por el poder público respecto de las relaciones entre los particulares y de éstos con 
el Estado, de lo que se colige que la seguridad jurídica es una garantía que el Estado 
reconoce a la persona para que su integridad, sus derechos y sus bienes no sean violentados y 
que en caso de que esto se produzca, se establezcan los mecanismos adecuados para su tutela, 
sin embargo vale expresar que los principios de la seguridad jurídica y la aplicación no 
retroactiva de la ley no son absolutos, puesto que debe ser analizados en concordancia con 
las normas constitucionales e interpretados de forma integral y progresiva, como lo establece 
el artículo 427 de la Constitución”. (Sentencia No. 006-09-SEP-CC, caso 002, publicada en el 
Suplemento del Registro Oficial 605 de 4 de junio de 2009).

La Corte Constitucional del Ecuador refiriéndose a este derecho señaló en la sentencia No. 
284-15-SEP-CC, caso No. 2078-14-EP, lo siguiente: “El derecho a la seguridad jurídica tiene 
como fundamento esencial la existencia de un ordenamiento jurídico previamente establecido 
dentro del cual la Constitución de República es la norma suprema y cuya observancia debe 
darse en los casos concretos por parte de las autoridades correspondientes. De esta manera, 
a través de este derecho se pretende otorgar certeza y confianza ciudadana respecto de la 
correcta y debida aplicación de las normas que integran el ordenamiento jurídico vigente, en 
tanto, ello, permite que las personas puedan predecir con seguridad cual será el 
procedimiento o tratamiento al cual se someterá un caso en particular. Por lo tanto, en 
función de la seguridad jurídica, las autoridades en general están en la obligación de aplicar 
adecuadamente la Constitución y demás normativa, tal y como se establece en el artículo 82 
de la Norma Suprema...”.

En sentencia Nro. 284-15-SEP-CC, caso Nro. 2078-14-EP, la misma Corte expuso lo 



siguiente: “El derecho a la seguridad jurídica tiene como fundamento esencial la existencia 
de un ordenamiento jurídico previamente establecido dentro del cual la Constitución de la 
República es la norma suprema y cuya observancia debe darse en los casos concretos por 
parte de las autoridades correspondientes. De esta manera, a través de este derecho se 
pretende otorgar certeza y confianza a la ciudadanía respecto de la correcta y debida 
aplicación de las normas que integran el ordenamiento jurídico vigente, en tanto, ello, 
permite que las personas puedan predecir con seguridad cuál será el procedimiento o 
tratamiento al que se someterá un caso en particular, por lo tanto, en función a la seguridad 
jurídica, las autoridades en general y aquellas investidas de potestad jurisdiccional están en 
la obligación de aplicar adecuadamente la Constitución y demás normativa, tal y como se 
establece en el Art. 82 de la Norma Suprema…”. En consecuencia, la seguridad jurídica 
implica la debida observancia y aplicación de las normas jurídicas de cualquier rango, 
previamente establecidas, generadas para el desarrollo armónico de la sociedad, cuyo 
quebrantamiento arbitrario implica violación de derechos.

El máximo organismo de interpretación constitucional mediante la sentencia No. 045-15-SEP-
CC, sostuvo que: "La seguridad jurídica implica la confiabilidad en el orden jurídico y la 
sujeción de todos los poderes del Estado a la Constitución y a la ley, como salvaguarda para 
evitar que las personas, pueblos y colectivos sean víctimas del cometimiento de 
arbitrariedades...”.

La administración pública es un sistema necesario para el ordenamiento de un Estado; sin 
embargo, todos estos poderes deben estar subordinados a la Constitución. El Estado 
constitucional de derechos es una etapa superior del Estado social de derechos y un concepto 
amplio, que alude al gobierno sometido a leyes, con énfasis en el respeto a los derechos y 
garantías de las personas. Por otro lado, al decir que todas las actuaciones de los poderes 
públicos deben, obligatoriamente, estar subordinadas a la Constitución entendemos que los 
delegatarios del Estado deben actuar con estricto cumplimiento a ella lo cual conlleva a que un 
acto emanado de la administración pública debe brindar las suficientes garantías sobre la 
seguridad jurídica.

En el presente caso a criterio de los juzgadores se halla vulnerado el derecho a la seguridad 
jurídica ya que el Servicio de Rentas Internas SRI distrito Carchi ha inobservado la normativa 
constitucional y demás leyes que rigen el derecho público y administrativo durante la 
tramitación del procedimiento de ejecución coactiva No. PCA-COBUAPC18-00000023, 
seguido en contra del contribuyente: SOCIEDAD CIVIL ITAMAREX IMPORTACIONES 
EXPORTACIONES TRÁMITES ADUANEROS MERCADEO ADUANAS 
REPRESENTACIONES y de su representante señor Jaime Heriberto Hurtado Lima, con 
documento de identificación No. 0400609970, toda vez que la institución accionada, pese a 
que de la documentación que obra del expediente se infiere que tenía conocimiento que dicho 
ciudadano tenía el estado civil de casado, al momento de disponer el embargo del vehículo 
cuya propiedad reclama la hoy accionante a través de la presente acción constitucional de 
acción de protección, esto es, el vehículo marca FORD, de placas de identificación vehicular 



XBY0541, debía de tomar en cuenta y aplicar lo previsto en el Código Orgánico General de 
Procesos, cuerpo legal aplicable de manera supletoria en materia tributaria, toda vez que al 
estar dicho automotor dentro de una sociedad conyugal, en la tramitación y resolución de la 
figura jurídica de embargo, la administración tributaria tenía que aplicar lo previsto en el Art. 
380 del COGEP, disposición legal que textualmente indica: “...Embargo de cuota o de 
derechos y acciones. El embargo de la cuota o de derechos y acciones de una cosa universal 
o singular o de derechos en común, se hará notificando la orden de embargo a cualquiera de 
las o los copartícipes, que por el mismo hecho quedará como la o el depositario de la cuota 
embargada. Si el copartícipe rehusa del depósito dentro del tercer día de notificado, se 
notificará a otro de los copartícipes. Si se niegan todos, se hará cargo la o el depositario. 
Cuando se trate del embargo de la cuota de uno de los cónyuges en los bienes de la sociedad 
conyugal, el otro cónyuge, si es mayor de edad, se considerará depositario de dicha cuota y 
tendrá su administración. De rehusar el depósito o de ser menor de edad, se hará cargo el 
respectivo depositario, en el segundo caso, hasta que la o el cónyuge llegue a la mayoría de 
edad y acepte el depósito…”. (El énfasis nos pertenece); normativa jurídica previa, clara, 
pública y aplicable al caso que se estudia. En la especie, se verifica que no se aplicó dicha 
disposición legal por cuanto de la revisión de la providencia de embargo PCA-COBPGEV22-
0000001, de fecha 3 de mayo del 2022, dictada por el señor Ing. Marco Vinicio Almeida 
Lucero, Recaudador Especial de la Dirección Provincial del Carchi del Servicio de Rentas 
Internas, que obra del expediente consta que se ha dispuesto el embargo del vehículo de placas 
XBY0541, sin tomar en cuenta que dicho automotor no era de exclusiva propiedad del señor 
Jaime Heriberto Hurtado Lima, ya que estaba inmerso en una sociedad conyugal; habiendo 
nombrado en la providencia de embargo en calidad de depositaria fiscal a la Dra. Mónica 
Patricia Galeas Pozo, sin haberse tomado en cuenta para ello a la hoy accionante señora 
Noralma De Lourdes Chalen Villao, cónyuge del tantas veces mencionado señor Jaime 
Heriberto Hurtado Lima; por lo que se concluye que en la especie aquello no se ha cumplido y 
por el contrario se argumenta como justificación de los legitimados pasivos que la señora 
Noralma De Lourdes Chalén Villao no es la legítima propietaria del vehículo, que es 
propietaria del 50% de acciones y derechos del bien mueble, en este caso del vehículo de 
placas XBY0541; al respecto pese que ahora la adminstración tributaria lo reconoce así, al 
disponer el embargo lo hace sobre la totalidad del automotor y no del 50 % como en derecho 
corresponde; dándole a la hoy accionante posterior a su reclamo a través de la expedición de 
la providencia No. 104012024PCOA000019 como opciones para que reclame su 50% de los 
derechos y acciones radicados sobre el vehículo de placas XBY0541 por concepto de 
gananciales dentro de la sociedad conyugal con el señor Jaime Heriberto Hurtado Lima, 
presente: una tercería excluyente; que compre a su cónyuge el 50% de acciones y derechos del 
vehículo en mención o se realice una venta directa, sin tomar en cuenta que como se dijo antes 
se halla dispuesto el embargo de la totalidad del vehículo más no del 50% como en derecho 
corresponde en el caso en concreto, lo cual vulnera flagrantemente el derecho a la seguridad 
jurídica y por lo tanto aquello debe ser rectificado por los legitimados pasivos para luego 
continuar con el curso legal en la tramitación del procedimiento de ejecución coactiva No. 
PCA-COBUAPC18-00000023.



Derecho al debido proceso.- Respecto al debido proceso la Corte Constitucional del Ecuador 
ha manifestado: “El debido proceso se materializa en las garantías básicas que permiten el 
desarrollo de un procedimiento que dé un resultado justo, equitativo e imparcial, a fin de 
procurar el respeto a los derechos de toda persona que afronta un proceso, al reconocimiento 
al derecho a la igualdad que tienen las partes y el órgano jurisdiccional de utilizar la ley para 
su defensa, y para el correcto juzgamiento, así como para lograr la plena satisfacción de los 
intereses individuales de las partes, observando el trámite propio de cada procedimiento, 
según sus características, y el agotamiento de las etapas previamente determinadas por el 
ordenamiento jurídico.” (Corte Constitucional del Ecuador. Sentencia 207-14-SEP-CC. Caso 
0552-11-EP). Y en su sentencia No. 00-14-SEP-CC, caso No. 0830-09-EP ha señalado: "El 
debido proceso es un derecho primordial que le asiste a las partes que se encuentran 
sometidas a un proceso judicial o administrativo; por tanto, existen garantías que deben ser 
observadas y aplicadas, con el objeto de que el proceso se constituya en un medio para la 
realización de la justicia”. El debido proceso consagrado en el artículo 76 de la Constitución 
de la República del Ecuador, reconoce a las personas el derecho al debido proceso y a una 
justicia sin dilaciones, como un derecho civil fundamental por su gran trascendencia social 
para que las personas como seres sociales desenvuelvan su actividad en un ambiente de 
seguridad y se sientan protegidos por el Estado cuando en sus múltiples interrelaciones 
sociales tanto con los demás asociados como con los órganos, dependencias e instituciones del 
poder público, surjan controversias por conflicto de intereses o por cualquier otra causa.

Motivación.- Entre otra de las garantías del derecho al debido proceso, se halla la de la 
motivación, contenida en el artículo 76, numeral 7, literal l), de la Constitución de la 
República del Ecuador, misma que prescribe: “…l) Las resoluciones de los poderes públicos 
deberán ser motivadas. No habrá motivación si en la resolución no se enuncian las normas o 
principios jurídicos en que se funda y no se explica la pertinencia de su aplicación a los 
antecedentes de hecho. Los actos administrativos, resoluciones o fallos que no se encuentren 
debidamente motivados se considerarán nulos. Las servidoras o servidores responsables 
serán sancionados…”. Es decir, es obligación de todos los poderes públicos a enunciar las 
normas o principios jurídicos y explicar la pertinencia de la aplicación ante los hechos, la no 
existencia de estos parámetros tendrá como consecuencia la nulidad de los actos, resoluciones 
o fallos.

Respecto al derecho a la motivación la Corte Constitucional ha indicado que no se agota con 
la mera enunciación dispersa de las normas jurídicas o antecedentes de hecho, sino como una 
obligación del juzgador de efectuar o realizar un juicio lógico en donde se explique de manera 
fundamentada por qué una disposición jurídica se aplica a un hecho, evitando de esta manera 
la discrecionalidad y arbitrariedad. (Sentencia Nro. 2004-13-EP/19, 2019). De esta manera la 
motivación constituye una garantía esencial del derecho a la defensa.

En la sentencia No. 1583-15-EP/21 se dice: “…67. La motivación jurídica de las resoluciones 
judiciales es una garantía de las partes procesales frente a la arbitrariedad judicial e impone 
a los jueces la obligación de expresar las razones o justificaciones objetivas que los llevan a 



tomar una determinada decisión, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 76, número 
7, letra l) de la CRE. 68. Esta garantía constitucional no establece modelos ni exige altos 
estándares de argumentación jurídica 18; al contrario, únicamente requiere que los jueces 
cumplan los siguientes parámetros mínimos: (i) enunciar las normas o principios jurídicos en 
que fundaron la decisión; (ii) explicar la pertinencia de la aplicación de las normas o 
principios jurídicos a los antecedentes de hecho; y, (iii) efectuar un análisis para verificar la 
real existencia o no de vulneración a los derechos alegados cuando se trate de una sentencia 
proveniente de una garantía jurisdiccional…”.

Y en la sentencia No. 1679-12-EP/20, el máximo organismo de control, interpretación y 
administración de justicia constitucional, en su parte pertinente prescribe: “…44. La 
motivación corresponde a la obligación de las autoridades públicas de dar cuenta de los 
fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones. No obstante, es necesario diferenciar la 
obligación de motivación que tienen las autoridades públicas, de la motivación como garantía 
constitucional que permite a esta Corte declarar una vulneración del derecho a la 
motivación. La motivación como garantía constitucional no establece modelos ni exige altos 
estándares de argumentación jurídica; al contrario, contiene únicamente parámetros mínimos 
que deben ser cumplidos. En ese sentido, esta Corte ha señalado ya que una violación del 
artículo 76 numeral 7 literal l) de la Constitución ocurre ante dos posibles escenarios: (i) la 
inexistencia de motivación, siendo esta una ausencia completa de argumentación de la 
decisión; y (ii) la insuficiencia de motivación, cuando se incumplen criterios que nacen de 
la propia Constitución al punto que no permiten su comprensión efectiva…”. (El énfasis 
fuera del texto original).

La Corte Interamericana de Derechos Humanos en adelante Corte IDH, respecto de la 
motivación, en la sentencia dictada dentro del caso Chinchilla Sandoval vs. Guatemala expuso 
que la sustentación de una adecuada motivación en las resoluciones debe estar expresada 
claramente para permitir una conclusión debidamente razonada. (Carrión Limones, 2020). La 
Corte IDH se ha pronunciado en cuanto a la motivación sobre decisiones que puedan afectar 
derechos humanos, en la sentencia del Caso Chaparro Álvarez y Lapo Iñiguez vs. Ecuador del 
21 de noviembre de 2007, al indicar que las decisiones que adopten los órganos internos 
deben ser debidamente fundadas, caso contrario serían arbitrarias, dicho precepto y sentencia 
es recogida por nuestra Corte Constitucional en la Sentencia N° 181-14-SEP-CC, 2014, en el 
caso N.º 0602-14- EP, al expresar que la motivación es la “exteriorización de la justificación 
razonada que permite llegar a una conclusión y que el deber de motivar las resoluciones 
constituye una garantía vinculada con la correcta administración de justicia". Es pertinente 
también referir que Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional 
(2009) manifiesta en su artículo 4 numeral 10, como principio procesal la comprensión 
efectiva, en la cual se exige al Juez redactar sus sentencias de “forma clara, concreta, 
inteligible, asequilble y sintética, incluyendo las cuestiones de hecho y derecho planteadas y 
el razonamiento seguido para tomar la decisión que adopte.”.

Motivación del acto administrativo. En la motivación del acto administrativo se observará: 



1. El señalamiento de la norma jurídica o principios jurídicos aplicables y la determinación de 
su alcance. 2. La calificación de los hechos relevantes para la adopción de la decisión, sobre la 
base de la evidencia que conste en el expediente administrativo. 3. La explicación de la 
pertinencia del régimen jurídico invocado en relación con los hechos determinados. Se puede 
hacer remisión a otros documentos, siempre que la referencia se incorpore al texto del acto 
administrativo y conste en el expediente al que haya tenido acceso la persona interesada. Si la 
decisión que contiene el acto administrativo no se deriva del procedimiento o no se 
desprende lógicamente de los fundamentos expuestos, se entenderá que no ha sido 
motivado. (Código Orgánico Administrativo, 2017).

En base a lo expresando en líneas anteriores, analizado el caso sometido a nuestro 
conocimiento y resolución se verifica que el Serviciode Rentas Internas Dirección Distrital de 
Carchi ha vulnerado el debido proceso en la garantía de la motivación, por cuanto dentro de la 
tramitación del procedimiento de ejecución coactiva No. PCA-COBUAPC18-00000023, 
concretamente en la providencia No. PCA-COBPGEV22-0000001, de fecha 3 de mayo del 
2022, mediante la cual se dispone el embargo del vehículo de placas XBY0541, si bien se 
hace la transcripción de lo prescrito en el Art. 166 del Código Tributario, no se explica la 
pertinencia de embargar la totalidad de un vehículo inmerso dentro de una sociedad conyugal, 
y consecuentemente al deudor de la obligación tributaria solo le corresponde el 50%; todo lo 
cual sin duda alguna infringe el requisito de la lógica; respecto a la comprensibilidad la cual 
garantiza el entendimiento y comprensión de la decisión a través de un lenguaje claro, si bien 
aquello existe, al faltar los requisitos de razonabilidad y lógica, dicho acto administrativo 
carece de motivación, lo que vulnera el debido proceso consagrado en el Art. 76 de nuestra 
Carta Magna; así como también se vulnera dicho derecho constitucional por cuanto se violó el 
derecho a la defensa de la ciudadana Noralma De Lourdes Chalen Villao, quien pese a ser la 
legítima dueña del 50% del vehículo de placas XBY054, dentro del embargo del mismo no 
fue tomada en cuenta para ser considerada como depositaria y por tanto persona encargada de 
la administración del automotor. La Corte Constitucional en sentencia No. 663-15-EP/20, al 
respecto en su parte pertinente dice: “...24. El artículo 76 numeral 7 de la CRE consagra el 
derecho a la defensa, como parte importante del debido proceso, en los siguientes 
términos:“…En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier 
orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías 
básicas: (...) 7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: a) 
Nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa o grado del 
procedimiento. 25. La posibilidad de defenderse ha sido definida como el derecho que tiene 
todo aquel cuyos derechos e intereses sean objeto de discusión dentro de un procedimiento, 
ya sea judicial, administrativo o de cualquier índole, para acceder al sistema y hacer valer 
sus derechos respecto de este. La Corte Constitucional ha determinado que “el literal en 
mención remarca una perspectiva temporal y gradual, con el fin de que el derecho a la 
defensa, con todas las garantías que lo constituyen, no pueda verse afectado absolutamente 
en ningún momento de un proceso…”. (El énfasis nos pertenece).



En sentencia No. 1084-14-EP/20 se indica: “...24. La Corte Constitucional ha dicho que se 
vulnera el derecho a la defensa de un sujeto procesal cuando existe indefensión; esto es, 
cuando se le impide comparecer al proceso o a una diligencia determinante del mismo, a 
efectos de justificar sus pretensiones; o, cuando pese a haber comparecido, no ha contado 
con el tiempo suficiente para preparar una defensa técnica adecuada; y además cuando, en 
razón de un acto u omisión, el sujeto procesal no ha podido hacer uso de los mecanismos de 
defensa que le faculta la ley, en aras de justificar sus pretensiones, como por ejemplo, 
presentar pruebas, impugnar una resolución, etc. De modo que esta indefensión, deviene en 
un proceso injusto y en una decisión con serio riesgo de ser parcializada y no corresponder 
con los derechos y principios constitucionales…”. (El énfasis fuera del texto original).

En otra de sus sentencias la Corte Constitucional menciona: “...13. La Corte ha establecido 
que el derecho a la defensa está rodeado de una serie de reglas constitucionales de garantía, 
corresponde a la legislación procesal configurar su ejercicio, a través de reglas de trámite en 
los distintos tipos de procedimiento. La vulneración se produce cuando (i) se ha violado la ley 
procesal, y (ii) se haya producido la real indefensión de una persona, lo que de manera 
general -pero no siempre- ocurre cuando se transgreden las reglas constitucionales de 
garantía como las previstas en el artículo 76.7 de la Constitución…”. (Sentencia No. 1348-
14-EP/20).

El derecho a la propiedad se encuentra consagrado en el artículo 21 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos en el que se determina: “… l. Toda persona tiene 
derecho al uso y goce de sus bienes. La ley puede subordinar tal uso y goce al interés social. 
2. Ninguna persona puede ser privada de sus bienes, excepto mediante el pago de 
indemnización justa, por razones de utilidad pública o de interés social y en los casos y según 
las formas establecidas por la ley…”.

“...257.- (…) La Corte Constitucional dice que: (i) El acceso a la propiedad (deber de 
promoción del Estado); y, (ii) El derecho de que la propiedad sea respetada (deber de 
abstención del Estado) garantizando que el Estado, no lo limitará sino en la forma prevista en 
la Constitución y la ley…”. (Sentencia No. 9-14-IN/22).

La Constitución de la República del Ecuador, establece el derecho a la propiedad como parte 
de los derechos de libertad, reconocido en el artículo 66 numeral 26 que determina: "Se 
reconoce y garantiza a las personas: ( . .. ) 26. El derecho a la propiedad en todas sus formas, 
con función y responsabilidad social y ambiental. El derecho al acceso a la propiedad se hará 
efectivo con la adopción de políticas públicas, entre otras medidas". La disposición 
constitucional citada reconoce el derecho a la propiedad en todas sus formas, y a la vez 
determina la modalidad mediante la cual el Estado promoverá su acceso, esto es, a través de 
políticas públicas. En el Art. 321 de la Carta Magna se reconocen expresamente todas las 
formas de propiedad, a saber: pública, privada, comunitaria, estatal, asociativa, cooperativa y 
mixta. En este contexto, la Constitución de la República otorga la posibilidad excepcional de 
que el Estado pueda limitar este derecho. En el presente caso se advierte que se ha atentado 



contra el derecho a la propiedad consagrado en los Arts. 66, numeral 26 y 321, de la 
Constitución de la República del Ecuador, toda vez que con los actos administrativos 
emanados por la entidad accionada, como en reiteradas ocasiones se mencionó en lineas 
anteriores al analizar los otros derechos que a criterio de los juzgadores fueron violentados; 
mediante providencia No. PCA-COBPGEV22-00000007, de fecha 3 de mayo del 2022, 
firmada por el señor Ing. Marco Vinicio Almeida Lucero, en su calidad de Recaudador 
Especial de la Dirección Provincial del Carchi del Servicio de Rentas Internas, se dispuso el 
embargo del automotor de placas XBY0541, estableciendo en dicho acto administrativo como 
único propietario de aquel al señor Hurtado Lima Jaime Heriberto, en calidad de responsable 
por representación del sujeto pasivo: SOCIEDAD CIVIL ITAMAREX IMPORTACIONES 
EXPORTACIONES TRÁMITES ADUANEROS MERCADEO ADUANAS 
REPRESENTACIONES, sin considerar que el 50% de dicho vehículo es de propiedad de la 
hoy accionante, lo cual recién es reconocido por la entidad accionada a través de la emisión de 
la providencia No. 104012024PCOA000019, de fecha 23 de marzo de 2024.

OCTAVO.- RESOLUCIÓN.- Por todo lo expuesto, realizada que ha sido la audiencia 
pública, oral y contradictoria de acción de protección analizadas la intervenciones efectuadas 
por las partes y la abundante prueba documental que ha sido incorporada al expediente, el 
Tribunal de Garantías Penales con sede en el cantón Tulcán, provincia del Carchi, 
ADMINISTRANDO JUSTICIA, EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL 
ECUADOR Y POR AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA 
REPÚBLICA, de conformidad con lo dispuesto en el Art. 41, numeral 1 de la Ley Orgánica 
de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, declara que existe la vulneración de 
los derechos constitucionales a: la seguridad jurídica; al debido proceso en la garantía de 
motivación y defensa; y, a la propiedad, consagrados en los Arts. 82; 76, numeral 7, literales 
a) y l); y, 66, numeral 26 y 321 de la Constitución de la República del Ecuador, 
respectivamente, razón por la cual SE ACEPTA LA ACCIÓN DE PROTECCIÓN 
presentada por la accionante señora Noralma De Lourdes Chalen Villao, en contra de la 
Dirección Provincial del Carchi del Servicio de Rentas Internas SRI, representado por el señor 
Ing. Marco Vinicio Almeida Lucero, en su calidad de Director Distrital; por lo que, a 
consecuencia de aquello, de conformidad a lo dispuesto en el Art. 78 de la Constitución de la 
República, en concordancia con el Art. 18 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional, como medidas de reparación integral se ordena:

a) Retrotraer el proceso coactivo desde la emisión de la providencia No. PCA-COBPGEV22-
00000001, de fecha 3 de mayo del 2022, mediante la cual se dispone el embargo del vehículo 
de placas XBY0541, debiendo la entidad accionada seguir con la tramitación del 
Procedimiento de Ejecución Coactiva Nro. PCA-COBUAOC18-00000023 tomando en cuenta 
dentro de ello que el embargo de dicho automotor se debe de efectuar unicamente respecto al 
50% que le corresponde al cónyuge de la hoy accionante, esto es, al señor Jaime Heriberto 
Hurtado Lima, debiendo la ciudadana Noralma De Lourdes Chalen Villao ser considerada en 
calidad de depositaria de dicha cuota y tendrá la administración del vehículo de placas 



XBY0541, conforme a lo determinado en el Art. 380 del Código Orgánico General de 
Procesos, cuerpo legal aplicable de manera supletoria en materia tributaria, ya que si bien es 
cierto en el certificado único vehicular que obra del proceso figura como propietario de dicho 
vehículo el señor Jaime Heriberto Hurtado Lima, no es menos cierto que dicho bien forma 
parte de la sociedad conyugal que en su momento tenía con la hoy accionante. Bajo dichos 
parámetros la pretensión respecto a la devolución inmediata del vehículo de placas XBY-0541 
planteada de esa manera no resulta procedente por cuanto a la legitimada activa únicamente le 
corresponde el 50% de dicho automotor y el otro 50% se encuentra limitado su dominio en 
relación al Procedimiento de Ejecución Coactiva.

b) Como medida de satisfacción, la parte accionada procederá a realizar las disculpas públicas 
a la legitimada activa cuya acción ha sido aceptada, la parte accionada efectuará la publicación 
de aquello en su portal web, a través de un hipervínculo ubicado en un lugar visible y de fácil 
acceso, en la página web institucional durante un mes, y por una sola vez en un periódico de 
mayor circulación de la provincia del Carchi, dentro del término máximo de quince días luego 
que se haya ejecutoriado la presente sentencia, cuyo texto será aprobado previamente por el 
Tribunal. Al respecto la Corte Constitucional en sentencia N° 146-14-SEP-CC ha establecido: 
“Esta medida de reparación integral tiene una naturaleza simbólica, por cuanto, mediante su 
aplicación, se reconoce el error cometido en determinado caso y por ende el reconocimiento 
público de responsabilidad ante ello, con lo cual, no solo que se genera un compromiso 
ulterior de este ante la ciudadanía, sino además que da lugar a un mensaje educativo dirigido 
a toda la sociedad.”.

De conformidad con lo que dispone el inciso tercero del Art. 21 de la Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, se delega a la Defensoría del Pueblo del 
Carchi, para que realice el seguimiento del cumplimiento de esta sentencia, en todas sus 
partes, Institución a la que se remitirá copia certificada de la sentencia una vez ejecutoriada la 
misma, debiendo proporcionar la información a esta Judicatura mensualmente o cuando la 
situación así lo amerite; por tanto se dispone oficiar a la mencionada autoridad haciendo 
conocer el particular por parte de la señora actuaria del Despacho, en las oficinas de la 
menciona entidad en la ciudad de Tulcán.

Ejecutoriada que sea la presente sentencia remítase la misma a la Corte Constitucional para su 
conocimiento y eventual selección y revisión, de conformidad a lo dispuesto en el Art. 86, 
numeral 5 de la Constitución de la República del Ecuador y Art. 25, numeral 1 de la Ley de la 
materia. A la Ab. Ana Daniela Yépez Rosero, se le concede el término de tres días a fin de 
que a nombre del Ing. Marco Vinicio Almeida Lucero, Director Distrital del Servicio de 
Rentas Internas del Carchi, legitime su intervención en la audiencia de acción de protección 
efectuada dentro de la presente causa constitucional.

Toda vez que la entidad accionada en la misma audiencia interpuso recurso de apelación de la 
presente Sentencia, en atención a lo establecido en el Art. 76 numeral 7 literal m) de la 
Constitución y los Arts. 8 numeral 8 y Art. 24 de la Ley Orgánica de Garantías 



Jurisdiccionales y Control Constitucional, se lo concede, en tal virtud, previo a las 
formalidades legales remítase el proceso a la Sala Única Multicompetente de la Corte 
Provincial de Justicia del Carchi. Téngase en cuenta las casillas judiciales y/o correos 
electrónicos señalados por las partes. CÚMPLASE Y NOTIFÍQUESE.
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